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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 
SCI-037-2008
1º de febrero del 2008
	A:
	Rectoría

	
	Prof. Carlos Martínez, Secretario General de la AFITEC 

	
	Ing. Warner Chaves, Presidente del Directorio de la AIR

	
	

	DE:
	MSc. Eugenio Trejos B., Presidente

Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2543, Artículo 9, del 31 de enero del 2008.  Segunda discusión  del Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio presentado por la Asociación de Funcionarios del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en contra del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 2538, Artículo 3 de 29 de noviembre del 2007, denominado: “Cobro por parte del ITCR de los servicios telefónicos de la AFITEC”


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

Resultando:

1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 25 de octubre del 2007, recibió el memorando JRL-14-2007, suscrito por el Prof. Carlos Martínez, Secretario de Junta de Relaciones Laborales, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado en forma unánime, en la Sesión JRL-11-2007, Artículo 7, del 24 de octubre del 2007, sobre la interpretación del Artículo 145 de la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas, el cual  hace referencia a las condiciones mínimas necesarias para el buen funcionamiento de la organización sindical, entre las que se encuentra el agua, la electricidad y el teléfono. 

En el criterio de la Junta de Relaciones Laborales el Artículo 145 de la Convención Colectiva prevalece sobre la norma presupuestaria y el pago de los recibos telefónicos consolida una situación mediante la figura de la costumbre administrativa y en razón del principio pro-operario del derecho laboral el concepto “local adecuado” está incluido en la norma convencional.

2. En respuesta a esta solicitud de la Junta de Relaciones Laborales, el Consejo Institucional en la Sesión No. 2538, Artículo 11, del 29 de noviembre del 2007, acordó:
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a. Reafirmar el deber y el derecho de Instituto Tecnológico de Costa Rica de cobrar a la Asociación de Funcionarios del Tecnológico –AFITEC-, los servicios telefónicos disfrutados (consumidos o utilizados) por dicha organización, ya que, conforme a la Ley General de Control Interno, al exonerar a dicha organización del pago de tales servicios, el Consejo Institucional incurriría en responsabilidad administrativa, por contribuir a debilitar el sistema de control interno.

b. Apartarse del acuerdo tomado por la Junta de Relaciones Laborales en forma unánime en la Sesión JRL-11-2007, Artículo 7, del 24 de octubre del 2007, relacionado con el cobro por parte del Instituto de los servicios telefónicos a la AFITEC.

c. Solicitar a la Administración proceder a la ejecución del acuerdo tomado por el Consejo Institucional, en la Sesión Ordinaria No. 2459, Artículo 11, del 06 de abril del 2006, el cual dice lo siguiente: 

“a. Solicitar a la Administración exigir mediante los mecanismos administrativos o legales que corresponda, el cobro de lo adeudado por la Asociación de Funcionarios del Instituto Tecnológico de Costa Rica, por concepto de servicio telefónico y otros servicios de menor cuantía, según lo establece el Artículo 8 de las Normas de Presupuesto del ITCR.”

3. El Sr. Carlos Martínez, mediante documento fechado 13 de diciembre del 2007, y recibido en la Secretaría del Consejo Institucional el 17 de diciembre del 2007, en su condición de Secretario General de la Asociación de Funcionarios del Instituto Tecnológico de Costa Rica (AFITEC), interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra del mencionado acuerdo del Consejo Institucional.
4. Antes de que el Consejo Institucional tomara el acuerdo ahora impugnado, tres de los Asesores Legales Institucionales se pronunciaron en contra del pago de servicios u otros rubros que tuvieran que cubrirse con presupuesto estatal:

a. El Lic. Víctor Jiménez Navarro, Asesor Legal del Instituto mediante oficio número AL-462-2002 del 06 de diciembre del 2002 dirigido a la Licda. María Auxiliadora Navarro, Directora del Departamento Financiero Contable, referencia DFC-875-02
b. El Lic. Carlos Segnini Villalobos, actual Director de la Asesoría Legal Institucional, mediante oficio número AL-116-06 del 22 de marzo de 2006, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional.

c. La Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora legal del Consejo Institucional, mediante Oficio No. SCI-717-2007 del 28 de noviembre de 2007. 
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5. Asimismo, la Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora legal del Consejo Institucional, mediante Oficio No. SCI-004 -2008 del 23 de enero del 2008 se pronunció en forma extensa respecto a la improcedencia del reclamo interpuesto por el Secretario General de la AFITEC.

6. La AFITEC fundamenta su recurso en tres motivos:

a. Que la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas tiene carácter de ley profesional entre las partes y por tanto el acuerdo tomado por el Consejo Institucional incumple la legislación vigente.
b. Que el Consejo Institucional carece de facultades para interpretar  la Convención Colectiva de Trabajo, potestad que es exclusiva de la Junta de Relaciones Laborales.

c. Que el acuerdo tomado por el Consejo Institucional violenta la Libertad Sindical la cual, al estar fundada en Tratados Internacionales de Derechos Humanos, tiene un rango constitucional superior a la legislación ordinaria. 

7. El acuerdo recurrido del Consejo Institucional responde a una disposición aprobada por este Consejo respecto a un acuerdo de la Junta de Relaciones Laborales  como organización bipartita.

En el planteamiento del recurso de revocatoria quien se ha apersonado no es la Junta de Relaciones Laborales, sino el Secretario General de la AFITEC, lo que afecta la legitimidad del recurrente.

CONSIDERANDO QUE: 

I. Sobre la subordinación de las Convenciones Colectivas, en tanto acuerdos entre partes, a las leyes ordinarias de “orden público” del país
1. La Sala Constitucional en el voto número 1385-96, refiriéndose a este aspecto señala:

“En principio, es posible argumentar que es jurídicamente válido que una convención colectiva pueda introducir modificaciones o reformas de carácter legal. Pero como el artículo 129 de la Constitución Política  señala  que las leyes son obligatorias y solo pueden ser derogadas por otra posterior, debemos concluir que una norma de una contención colectiva no puede quitar vigencia a las leyes ordinarias sino que…, mantiene la ley su vigencia. Es decir, que las disposiciones normativas de la convención  colectiva de trabajo, deben ajustarse a las normas legales existentes, las que pueden superar cuando se trata de conceder beneficios a los trabajadores  siempre y cuando  no se afecten o deroguen disposiciones de carácter imperativo, 
COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2543, Artículo 9, del 31 de enero del 2007
Página 4

con lo que se quiere decir que las convenciones colectivas de trabajo, quedan sujetas y limitadas por leyes de “orden público”

2. Asimismo el Dr. Manrique Jiménez Meza, especialista costarricense en materia administrativa al respecto señala: 
“…En nuestro medio y en la mayoría de las disposiciones del Derecho comparado, las leyes de orden público, ostentan una categoría especial que permea o disminuye el efecto de la voluntad de las partes en algún acuerdo o negociación, razón por la cual el principio de que los contratos tengan fuerza de ley entre las partes contratantes (Articulo 1022 del Código Civil), cede a las disposiciones de la ley de orden público que sobrepasa y vincula esa voluntad compartida. Por ello, la ley de orden publico es aquella ley de acatamiento obligatorio por encima de la voluntad contractual, por imponerse a ésta un valor considerado irrenunciable por el ordenamiento jurídico…”

3. Similarmente, la Sentencia Extraordinaria de Corte Plena, del 26-8-82, establece: 
“… Puede decirse entonces, que “orden público”, es el conjunto de principios que, por una parte atañen a la organización del Estado  y a su funcionamiento y, por otra parte, concurren  a la  protección de los derechos del ser humano y de los intereses de la comunidad, en justo equilibrio para hacer posible la paz y el bienestar de la convivencia social…”

4. La Ley General de Control Interno, es una ley de orden público, con un ámbito de aplicación pleno en la Institución.  Por consiguiente, con fundamento en lo anterior, el hecho de haber entrado en vigencia en fecha posterior a la Convención Colectiva, no invalida dicha ley, sino que al tener un rango superior a ésta, la Ley General de Control Interno es una ley de orden público y, por consiguiente, es de acatamiento obligatorio por encima de las normas contenidas en la Convención Colectiva.
5. El Consejo Institucional no pretende anular o abolir la vigencia de la Convención Colectiva.  Eso no depende de ningún acuerdo de este órgano.  La pretensión del Consejo Institucional en este, y en los demás acuerdos que tome, es proceder conforme al principio de legalidad.

6. Es incorrecto pretender que las universidades, con fundamento en la autonomía universitaria, pretendan sustraerse de los controles de otros entes estatales de rango constitucional.

a. Al respecto, el Dr. Manrique Jiménez Meza, ha señalado:

“A pesar de que la Convención Colectiva ostenta rango de ley, no la puede contradecir o sustituir, siendo que su rango de ley se encuadra en una relación especial y no así general, propia de la ley ordinaria. Bajo este mismo esquema, una convención colectiva no podría contradecir  o superponerse a una ley de presupuesto (ordinario o extraordinario), que es Ley de la República, dictada por la Asamblea Legislativa (Artículo 121 inciso 11 de la Carta Magna). Así, una determinada Convención Colectiva debe sujetarse a la Ley de Presupuesto y a la Ley Ordinaria…”,

b. En igual sentido se ha manifestado la Contraloría General de la República, ente encargado de la fiscalización de la Hacienda Pública, la cual ante consulta planteada por el Auditor Interno de la Universidad de Costa Rica, ha manifestado mediante oficio AL-06197, del 16-06-2003-DI-CR que a la Universidad  de Costa Rica, y por extensión a las demás universidades estatales, sí le son aplicables las disposiciones de Control Interno.
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c. Similarmente, la Sala Constitucional en el voto número 33-09-94, al respecto señala:

“Esto quiere decir que las instituciones no gozan de una garantía de autonomía constitucional irrestricta, toda vez que la ley, aparte de definir su competencia, puede someterlas a directrices derivadas de políticas de desarrollo que ésta misma encomienda al Poder Ejecutivo central…” 

II. Respecto a las leyes ordinarias relacionadas con  transferencias de recursos públicos en beneficio de sujetos privados 
1. De modo general, la legislación nacional dispone que la Administración de las instituciones del estado tiene la obligación de establecer, mantener y perfeccionar sus sistemas de control interno, para la asignación, giro y verificación del uso de los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, otorgados a sujetos privados, para lo cual debe disponer de mecanismos de control idóneos. 
2. La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, al respecto, en el último párrafo del artículo 7°, el segundo párrafo del artículo 25 y el artículo 60 (*)establece lo siguiente:

Artículo 7°. “ .../Los servidores de los sujetos pasivos concedentes de los beneficios, a que se refiere este artículo, serán responsables por conducta indebida, dolosa o gravemente culposa, en el ejercicio de los controles tendientes a garantizar el cumplimiento del fin asignado al beneficio concedido”.

Artículo 25. “ .../La Contraloría, de conformidad con la disponibilidad de sus recursos, fiscalizará que las dependencias de la administración activa encargadas  de   otorgar   a   sujetos   privados,   beneficios    patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, ajusten su acción al ordenamiento y realicen, en forma eficiente, el control sobre el uso y el destino de esos beneficios...”

Artículo 60. “El jerarca del ente, empresa u órgano públicos, primordialmente, y el titular subordinado de cada órgano componente serán responsables de establecer, mantener y perfeccionar sus sistemas de control interno/...”

3. Asimismo, el Artículo 5 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República dispone:

“Todo otorgamiento de beneficios patrimoniales, gratuito o sin contraprestación alguna, y toda liberación de obligaciones, por los componentes de la Hacienda Pública, en favor de un sujeto privado, deberán darse por ley o de acuerdo con una ley, de conformidad con los principios constitucionales, y con fundamento en la presente Ley estarán sujetos a la fiscalización facultativa de la Contraloría General de la República...”

4. Tomando en cuenta que, salvo que una ley especial que expresamente lo faculte, es ilegal la transferencia de recursos por parte de una organización pública hacia una entidad privada, no es procedente que sin dicho fundamento las instituciones públicas tomen acuerdos dirigidos a aplicar recursos públicos al pago de gastos de organizaciones privadas (no estatales).
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5. Por su parte, al respecto, la Ley General de la Administración Pública, en su artículo 11, contempla el principio de legalidad que rige dentro del sector público, el cual tiene su fundamento constitucional en el numeral 11 de la Carta Magna, que establece: 

“ Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. ...”, 

Por tanto, todo acto administrativo mediante el cual se pretenda transferir recursos públicos en beneficio de sujetos privados necesariamente deberá indicar, en forma clara y precisa, la ley que autoriza dicho beneficio.

III. Respecto a las responsabilidades asignadas por la Ley general de control interno a los jerarcas de las instituciones públicas en lo relacionado con la custodia de los fondos públicos
1. Ley General de Control Interno, ley Nº 8292,  dispone:

Artículo 10.—Responsabilidad por el sistema de control interno.

Será responsabilidad del jerarca y del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.

Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. 

El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.

El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable.

…

Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.

2. La Ley General de Control Interno, encarga la aplicación de la citada normativa tanto a los jerarcas, como a los titulares subordinados razón por la cual el Consejo Institucional, en su condición de jerarca, no puede desconocer (ignorar) que en toda decisión que tome basándose en interpretaciones de la Junta de Relaciones Laborales a la convención colectiva que involucren aspectos relacionadas con esta materia, debe procederse como en Derecho corresponde.
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3. Tal como lo señala la Convención Colectiva de Trabajo y sus reformas, la Junta de Relaciones Laborales es un órgano de composición bipartita.  Por esta razón no parece procedente que un órgano que está compuesto en un 50% por personas que no son funcionarios públicos tengan la competencia para disponer, de manera vinculante, sobre fondos públicos.

IV. Respecto al ámbito de competencia de la Junta de Relaciones Laborales: la defensa de los derechos y de las garantías laborales de los trabajadores 
1. El principal objetivo de las convenciones colectivas de trabajo es el establecimiento de un conjunto de acuerdos entre la organización sindical y la organización o empresa, relacionados con la defensa de los derechos y de las garantías laborales de los trabajadores, el cual tiene carácter de ley entre partes.

2. Por su parte la Junta de Relaciones Laborales es, tal como lo define el artículo 1 de la Convención Colectiva, un órgano de composición bipartita creado con el fin de tratar aspectos laborales.  Esto es, la competencia de la Junta de relaciones laborales es el ámbito laboral, por lo que sus decisiones deben circunscribirse estrictamente a esa esfera de acción y no le está permitido abordar (invadir) otros ámbitos de la administración institucional.

3. Para que tengan validez, las interpretaciones y acuerdos tomados por la Junta de Relaciones Laborales deben estar apegados a la ley.  

Por tanto, dado que el Artículo 66 de la Convención Colectiva establece que “la función fundamental de la Junta es garantizar el debido proceso en casos de aplicación de sanciones”, puede concluirse que la interpretación aprobada por la Junta de Relaciones Laborales no tiene validez, pues las decisiones de dicho órgano deben encontrarse dentro de la esfera laboral la cual define propiamente el ámbito de su competencia, y no estar relacionadas con asuntos relativos al manejo presupuestario del Instituto, los cuales son de la competencia exclusiva del Consejo Institucional.

4. Tal como lo define el artículo 1 de la Convención Colectiva, la Junta de Relaciones Laborales tiene competencia para resolver conflictos de carácter laboral, espacio único para el que la faculta el ordenamiento jurídico, pero que se excede en sus prensiones si se propone extender esa competencia más allá del ámbito laboral, pues no le está permitido abordar (invadir) otros ámbitos de la administración institucional, en especial la administración presupuestaria del Instituto.

5. En caso de haber ambigüedad respecto a las potestades de la Junta de Relaciones Laborales para tomar disposiciones relacionadas con el pago de servicio telefónico tal incertidumbre debería ser resuelta por la Procuraduría General de la República.

6. La Contraloría General de la República es, a nivel nacional, la instancia competente para pronunciarse sobre asuntos relacionados con el control interno y sobre la fiscalización y control de la Hacienda Pública, razón por la cual podría previamente consultársele si un acuerdo orientado a exonerar a la AFITEC del pago de los servicios telefónicos es compatible con el correcto uso de los fondos públicos.
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V. Respecto a las potestades de la Junta de Relaciones Laborales para tomar acuerdos que impacten la materia presupuestaria

1. Conceptualmente un Estatuto es un “reglamento que rige el funcionamiento de una comunidad, Ley Básica por la cual un Estado de Derecho, concede autonomía a una de sus regiones”.
2. El Estatuto Orgánico del ITCR, nuestra ley básica, dispone que la materia presupuestaria es competencia exclusiva del Consejo Institucional, por lo que el alcance la Convención Colectiva es insuficiente para otorgar potestades a la Junta de Relaciones Laborales para tomar acuerdos que impacte el presupuesto del Instituto o el uso de fondos públicos. 

3. No obstante, en su alegato, el recurrente manifiesta:
“La Junta de Relaciones Laborales ha decidido desde su gestación, en el marco de su función interpretativa y haciendo gala de la modalidad de acuerdos vinculantes, asuntos que atañen a aspectos de corte económico/presupuestario, tales como aplicación del sexenio a determinados casos (art. 22); anualidad acumulada en el sector público (art 23); reglas de indemnización de interinazgo (art. 25); reglas de pago de incapacidades de acuerdo al Capítulo XII.”
4. Conforme a esta manifestación, se concluye que la Junta de Relaciones Laborales no solo pretende hacer vinculante un acuerdo relacionado con la materia presupuestaria, sino que “hace gala”  de haber estado tomando recurrentemente decisiones como las indicadas en el inciso anterior, sin embargo, éstas han estado circunscritas al campo laboral.  

5. Por esta razón, es improcedente que el Consejo Institucional avale acuerdos de la Junta de Relaciones Laborales que involucren la transferencia de recursos por parte de una organización pública a la AFITEC, ya que al tener ésta condición de entidad privada, ello equivaldría a legitimar los acuerdos de la Junta de Relaciones Laborales en asuntos que no son de naturaleza laboral sino presupuestaria o administrativa.

VI. Respecto a las disposiciones tomadas por el Consejo Institucional en materia presupuestaria relacionadas con el cobro del servicio telefónico a las organizaciones sociales internas

1. En materia presupuestaria el Consejo Institucional tiene la responsabilidad de orientar los recursos asignados al ITCR al cumplimiento de sus fines, para lo cual le corresponde dictar normas de presupuesto y lineamientos para su formulación.  Una asignación distinta a ésta podría, eventualmente, acarrear responsabilidad para los integrantes de dicho Consejo.  

2. En cumplimiento de la plena competencia que tiene el Consejo Institucional para aprobar el presupuesto institucional, para orientar a la administración en el direccionamiento de los recursos presupuestarios al cumplimiento de sus fines, el Consejo Institucional en la sesión 1887, artículo 12, del 30 de mayo de 1996, dictó las Normas de Presupuesto, que a la fecha se encuentran vigentes y que en la No. 8, del apartado A. denominado NORMAS GENERALES, establece lo siguiente:
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“8.
Los servicios generales e institucionales tales como: alimentación, publicaciones, teléfono, transporte y otros que se presten a las organizaciones sociales internas, se cobrarán de acuerdo con los estudios elaborados por la Unidad Ejecutora responsable del Servicio en coordinación con el Departamento Financiero Contable, los cuales deben ser aprobados por el Consejo Institucional.  A la fecha se incluyen las siguientes organizaciones sociales internas sin perjuicio de incorporar en el futuro aquellas que se caracterizan por ser  de naturaleza paralela o complementaria a la estructura formal del ITCR: Asociación de Funcionarios del ITCR (AFITEC), Asociación Taller Infantil Psicopedagógico del ITCR (ATIPTEC), Federación de Estudiantes del ITCR (FEITEC), Asociación de Profesionales del ITCR (APROTEC), Asociación Solidarista del ITCR (ASETEC), Asociación Solidarista Sede Regional San Carlos del ITCR (ASET), Asociación Deportiva ITCR (ADETEC), Fundación Tecnológica de Costa Rica (FUNDATEC).”

3. La derogatoria del artículo 8 de las normas presupuestarias, con el fin de exonerar a la AFITEC del pago de servicio telefónico, resulta improcedente pues contribuye debilitamiento de normas de aplicación y tutela de control interno, pues involucra la trasferencia de fondos públicos a una organización privada lo que conlleva responsabilidades de diferentes tipos para el Consejo Institucional por ser contraria a las leyes de la República que protegen la Hacienda Pública.

4. La exoneración del pago de servicio telefónico a la AFITEC se relaciona no solamente  con el manejo de fondos públicos, sino que, con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 33 de nuestra Constitución Política, el cual define el Principio de Igualdad ante la ley, la Norma presupuestaria N° 8 no puede derogarse parcialmente para beneficiar únicamente a la AFITEC, sino que debería derogarse en forma plena, lo cual involucraría exonerar de ese cobro a todas las demás organizaciones sociales del Instituto, a las que les asiste el derecho de recibir el mismo trato otorgado a la AFITEC.

VII. Respecto al alegato de que la Libertad Sindical está fundada en Tratados Internacionales de Derechos Humanos, los cuales tienen rango constitucional superior a la legislación ordinaria.  

1. Los derechos humanos  son aquellas libertades, facultades o valores básicos que, de acuerdo con diversas filosofías o fundamentaciones, corresponden a toda persona por el mismo hecho de su naturaleza y condición humana, para la garantía de una vida digna.
(http://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_humanos)
2. En relación con este concepto, cabe señalar que el acuerdo recurrido del Consejo Institucional no tiene ninguna relación con la Libertad Sindical ni pretende restringir los derechos humanos de los funcionarios del Instituto ni incumplir ningún Tratado Internacional sobre esta materia.

3. En su lugar, el acuerdo del Consejo Institucional sobre el que se interpone un recurso de revocatoria se refiere a una Ley Especial, la Convención Colectiva, cuyo ámbito de competencia está limitado a la esfera laboral, y dado que su rango es inferior al de la Ley Ordinaria, en este caso la Ley general de control interno. 

VIII. Respecto al alegato en el sentido de que el Consejo Institucional no puede interpretar la Convención Colectiva.
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1. El Artículo 67, inciso b de la Convención Colectiva le asigna a la Junta de Relaciones Laborales la competencia de “Resolver los conflictos originados en la interpretación y aplicación de la presente Convención, sin perjuicio de las acciones jurisdiccionales que contra sus resoluciones puedan ejercerse”.

2. Al respecto debe enfatizarse, lo planteado anteriormente en el sentido de que el ámbito de interpretación de la Junta de Relaciones Laborales se circunscribe al campo de los conflictos laborales, por lo que carece de competencia para pronunciarse sobre otros aspectos de la administración del Instituto.

3. Asimismo dado que, como se ha planteado anteriormente, las disposiciones establecidas en la Convención Colectiva tienen un nivel inferior al de las leyes ordinarias, puede concluirse que es inaceptable la pretensión de la Junta de Relaciones Laborales de contar con competencia para resolver aspectos claramente establecidos en diversas leyes ordinarias del país, razón por la cual no es procedente la vigencia del artículo 67, inciso b para resolver este caso. 

IX. Respecto a la procedencia del Recurso de Apelación en Subsidio ante la Asamblea Institucional Representativa.

1. La Ley General de Administración Pública en su Título octavo (De los Recursos), Capítulo primero (De los recursos ordinarios) establece:

Artículo 344.- 

…

2. Si el acto recurrible emanare del inferior, cabrá sólo el recurso de apelación; si emanare del jerarca, cabrá el de revocatoria.

Artículo 350.- 

1. En el procedimiento administrativo habrá en todos los casos una única instancia de alzada, cualquiera que fuere la procedencia del acto recurrido. 

2. El órgano de la alzada será siempre el llamado a agotar la vía administrativa, …

2. El Artículo 18, inciso g del Estatuto Orgánico del ITCR establece:

Son funciones del Consejo Institucional: 

g. Dar por agotada la vía administrativa en los reclamos contra el Instituto y resolver las apelaciones a las resoluciones del Rector, excepto en materia laboral.
3. La Asamblea Institucional Representativa es un órgano de carácter estratégico cuya principal función es “velar porque la orientación del Instituto responda a las necesidades del país en los campos de su competencia” (Estatuto Orgánico, Artículo 11, inciso b), lo cual realiza, especialmente mediante la aprobación de sus políticas generales.
Por su parte, Estatuto Orgánico define al Consejo Institucional como órgano directivo superior del Instituto (Artículo 14) y le asigna funciones de carácter administrativo de alto nivel, en las cuales le corresponde agotar la vía administrativa, tales como la materia presupuestaria, la contratación administrativa y los reclamos contra el Instituto.
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4. En vista de que el Recurso de Revocatoria interpuesto contra un acuerdo del Consejo Institucional se encuentra en un área en la que este órgano da por agotada la vía administrativa, en la materia objeto de impugnación, los reclamos interpuestos por particulares contra el Instituto, conforme a la Ley General de Administración Pública solo cabe el Recurso de Revocatoria y no proceden los extremos de la Apelación en Subsidio ante la Asamblea Institucional Representativa.

ACUERDA:
a. Rechazar en todos sus extremos, el Recurso de Revocatoria interpuesto contra el acuerdo del Consejo Institucional de la Sesión Ordinaria 2538, Artículo 11 del 29 de noviembre de 2007.
b. Declarar improcedente la interposición de Recurso de Apelación en Subsidio ante la Asamblea Institucional Representativa, en vista de que en la materia objeto de impugnación, los reclamos interpuestos por particulares contra el Instituto, el Consejo Institucional da por agotada la vía administrativa.

c. Solicitar a la Junta de Relaciones Laborales  que cuando tenga en conocimiento o estudio un tema relacionado con materia presupuestaria diferente a las específicamente asignadas a ese órgano, lo remita al Consejo Institucional para su estudio y análisis y eventual aprobación del respectivo alcance presupuestario de previo a su resolución 

d. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
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